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NOTA PRELIMINAR

El presente volumen recoge los trabajos presentados y discutidos en un 
Seminario celebrado en el Centre d’Estudis Jurídics i Formació Especia-
litzada, de la Consejería de Justicia de la Generalitat de Catalunya. Agra-
dezco muy sinceramente a la Dirección del Centre toda la ayuda prestada 
en su momento para la organización del Seminario y, ahora, para su edición 
por Marcial Pons.

Esta obra se enmarca en el ámbito de un proyecto de investigación 
sobre «Estatuto de los jueces e independencia judicial» (DER2011-
29207-C02-00).

Alejandro Saiz Arnaiz





ESTUDIO INTRODUCTORIO

LOS DERECHOS DE LOS JUECES: ENTRE 
EL LEGISLADOR Y LA AUTORREGULACIÓN

Alejandro Saiz Arnaiz
Catedrático Jean Monnet de Derecho 
Constitucional
Universitat Pompeu Fabra

«Como la integridad de los jueces es el requisito más esen-
cial para el buen desempeño de su cargo, es preciso asegu-
rar en ellos esta virtud por cuantos medios sean imaginables»

(Agustín de Argüelles, 
Discurso Preliminar de la Constitución de Cádiz)

El ordenamiento jurídico español recoge en fuentes de distinto tipo 
varias disposiciones referidas a los derechos fundamentales de los jueces.

En primer lugar, la Constitución de 1978 excluye expresamente a los 
integrantes de la carrera judicial de la titularidad de los derechos de parti-
cipación política (en concreto, del derecho de sufragio pasivo), de asocia-
ción en partidos y de sindicación. Lo hace en los arts. 70.1.d), cuando 
declara inelegibles para el Congreso y el Senado (e incompatibles con la 
condición de Diputado y Senador) a los «magistrados, jueces y fiscales en 
activo», y 127.1, en el que afirma que «no podrán desempeñar otros cargos 
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públicos, ni pertenecer a partidos políticos o sindicatos», al tiempo que se 
remite a la ley «el sistema y modalidades de asociación profesional de 
jueces, magistrados y fiscales». La intensidad de este último régimen de 
prohibiciones dividió a las Cortes Constituyentes en dos bloques muy mar-
cados: mientras que Alianza Popular y la Unión de Centro Democrático lo 
sostuvieron, las fuerzas políticas que se habían opuesto al franquismo vo-
taron en contra.

Nada más se dice en la Constitución acerca de los jueces y de sus (no) 
derechos. Nada más y nada menos, podría añadirse, ya que lo que se afir-
ma va mucho más allá de lo que puede encontrarse en el constitucionalis-
mo comparado y en nuestro propio constitucionalismo histórico.

La Constitución contiene, también, una remisión a la «ley orgánica del 
poder judicial» para la determinación, entre otros aspectos, del «estatuto 
jurídico de los jueces y magistrados de carrera» (art. 122.1). En sentido 
subjetivo, el concepto de estatuto alude a la posición jurídica peculiar, 
singularmente en materia de derechos y deberes, que el ordenamiento, por 
razones de distinto tipo que pueden reconducirse en todo caso a la preser-
vación de algún principio o bien constitucional, reconoce a determinados 
individuos o grupos de éstos. Como el Tribunal Constitucional tuvo ocasión 
de afirmar en la STC 108/1986, refiriéndose precisamente a los funciona-
rios que integran la carrera judicial, «su situación debe calificarse como 
estatutaria […de] forma que los derechos y deberes que componen el “sta-
tus” de los jueces debe ser fijado por Ley y, más concretamente, por Ley 
orgánica (art. 122.1 de la Constitución) […]. El que el Estatuto de los 
jueces esté fijado por la Ley significa que la Ley define los elementos que 
lo componen, y que puede modificarlos dentro, naturalmente, del marco 
de la Constitución» (FJ 16). La Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) 
sería así la norma llamada en primer lugar a concretar el estatuto iusfun-
damental de los jueces.

Un repaso al contenido de esta Ley lleva al lector a una conclusión 
inmediata: la regulación en la materia resulta ser de mínimos, claramente 
incompleta se podría pensar. Cabe preguntarse, así las cosas, si este resul-
tado es consecuencia de una opción consciente del legislador orgánico, de 
un despiste o, quizá, de una falta de criterio sobre el particular. Creo que 
hay un poco de todo ello. Y algo más.

Al margen de algunas referencias dispersas en otras partes de la LOPJ, 
como la referida a la obligación de residencia «en la población donde tenga 
su sede el juzgado o tribunal que sirvan», para la que se establece la posible 
excepción autorizada por la Sala de Gobierno (art. 370, apartados 1 y 2) 
—y que afecta al derecho fundamental enunciado en el art. 19 CE—, la 
práctica totalidad de las previsiones relativas a los derechos fundamentales 
de los miembros de la carrera judicial figuran en el título II («De la inde-
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pendencia judicial») del libro IV («De los jueces y magistrados»), en par-
ticular en su capítulo II, cuyas disposiciones se agrupan bajo el rótulo «De 
las incompatibilidades y prohibiciones» (arts. 389-397) 1. Se trata, puede 
avanzarse desde ahora mismo, de un modo poco amable de aproximarse a 
los derechos, en clave de impedimento o limitación. Recordemos lo que allí 
se dice; de nuevo y, también, reiterando lo ya fijado por la Constitución.

—  Se declara la incompatibilidad del «cargo de juez o magistrado» 
con «cualquier cargo de elección popular o designación política del Estado, 
Comunidades Autónomas, Provincias y demás entidades locales y organis-
mos dependientes de cualquier de ellos», así como con «los empleos o 
cargos dotados o retribuidos» por todas estas Administraciones, las Cortes 
Generales y la Casa Real (art. 389, 1.º y 2.º). La afectación a los derechos 
fundamentales del art. 23 CE, es evidente.

—  Se impide («[n]o podrán los jueces o magistrados») la pertenencia 
a partidos políticos o sindicatos, así como «tener empleo al servicio de 
los mismos» (art. 395, inciso inicial). En este caso, padecen los arts. 22  
y 28.1 CE.

—  Se prohíbe «[d]irigir a los poderes, autoridades y funcionarios pú-
blicos o Corporaciones oficiales felicitaciones o censuras por sus actos» 
(art. 395, 1.º, primera parte), limitándose así la libertad de expresión del 
art. 20.1.a CE (un límite que se completaría por el natural deber de reser-
va presente en el art. 396 LOPJ).

—  Se impide a jueces o magistrados, «en su calidad de miembros del 
Poder Judicial», la asistencia «a cualesquiera actos o reuniones públicas 
que no tengan carácter judicial», excepto para cumplimentar al Rey o si 
hubieran sido convocados o autorizados a asistir por el Consejo General 
del Poder Judicial (art. 395, 1.º, parte final). Así las cosas, parece que el 
derecho de reunión (art. 21 CE) se ve afectado restrictivamente a sus titu-
lares sólo si se pretende su ejercicio en tanto que integrantes del Poder 
Judicial, no en su dimensión ciudadana.

—  Se limita la participación en las elecciones legislativas o locales a 
la emisión del «voto personal» (art. 395.2.º). Se reafirma así el derecho de 
sufragio activo, se insiste implícitamente en la prohibición constitucional 
del sufragio pasivo y se impide, en una lectura posible de esta disposición 
de la LOPJ, cualquier otra actividad electoral de los jueces y magistrados, 
salvo el ejercicio de las funciones y el cumplimiento de los deberes «inhe-
rentes a sus cargos», en clara referencia a su eventual participación en los 

1  El capítulo III del mismo título y libro regula la que denomina «inmunidad judicial» (arts. 
398-400), que incide directamente en la libertad personal, en particular en las condiciones de la 
detención de jueces y magistrados.
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distintos órganos de la Administración electoral (véanse, al respecto, arts. 
8 y ss. de la Ley Orgánica de Régimen Electoral General, LOREG).

Hasta aquí la lectura de la LOPJ. La opción consciente que supone este 
breve y parcialmente reiterativo régimen regulatorio, y la falta de criterio 
que expresa por parte del legislador, se confirman cuando se constatan las 
coincidencias, o mejor, las identidades entre el texto aprobado en 1985 y 
la Ley Provisional sobre Organización del Poder Judicial de 1870. Es sor-
prendente, pero es así. La mejor prueba de cuanto se acaba de dejar escri-
to consiste en la reproducción de algunas partes de la Ley derogada ciento 
quince años después de su entrada en vigor por la LOPJ, aunque en esta 
concreta materia más que derogada habría que decir copiada tras más de 
un siglo de vigencia.

Art. 7 de la Ley Provisional de 1870: «No podrán los jueces, magis-
trados […]. 3.º Dirigir al Poder Ejecutivo, a funcionarios públicos o Cor-
poraciones oficiales, felicitaciones o censuras por sus actos. 4.º Tomar en 
la elecciones populares del territorio en que ejerzan sus funciones más 
parte que la de emitir su voto personal. Esto no obstante, ejercerán las 
funciones y cumplirán los deberes que por razón de sus cargos les impon-
gan las leyes. 5.º Mezclarse en reuniones, manifestaciones u otros actos de 
carácter político, aunque sean permitidos a los demás españoles 2. 6.º Con-
currir en cuerpo de oficio o en traje de ceremonia a fiestas o actos públicos, 
sin más excepción que cuando tengan por objeto cumplimentar al Monar-
ca o al regente del reino o cuando el Gobierno expresamente lo ordenare». 
La conclusión no deja lugar para la duda: el art. 395 de la vigente LOPJ 
es una reproducción maquillada y adecuada en el lenguaje (se omite la 
alusión al regente y se sustituye la que allí se hace al Gobierno por la que 
ahora remite al Consejo General del Poder Judicial) de buena parte del art. 
7 de la Ley Provisional.

Una opción consciente (el legislador orgánico de 1985 conocía el tex-
to histórico), que expresa una evidente falta de criterio propio (se limita 
en buena medida a copiar el ejemplar —para su época— texto ochocen-
tista) y, en fin, se decía más arriba, que demuestra también el despiste 
(léase como error o como distracción, que ambas acepciones admite el 
Diccionario de la Lengua) de las Cortes que aprobaron la LOPJ. ¿O es 
que los diputados y senadores no eran conocedores de las transformacio-
nes que el contenido de los derechos fundamentales, el papel de los jueces 
en la estructura constitucional de poder, España como Estado democrático, 
y la misma idea de Constitución habían padecido en los últimos ciento 

2  Quizá sea ésta la diferencia más evidente entre los textos ahora comparados. En la LOPJ 
no figura una prohibición como la que resultaba de este apartado del art. 7 de la Ley de 1870, 
que, pura y simplemente, vedaba la asistencia de los jueces a cualesquiera actos de carácter 
político, a los que sí podrían asistir —se puntualiza— «los demás españoles». 
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quince años? Es como si, a nuestros efectos, el reloj se hubiera parado 
más de un siglo atrás; como si nada hubiera cambiado en la condición de 
los jueces como titulares de los derechos fundamentales. Ni en los Bole-
tines ni en los Diarios de Sesiones de ambas Cámaras queda traza de 
enmienda alguna o de debate que pretendiera modificar este aspecto del 
proyecto de ley. El paso por las Cortes no modificó sustancialmente el art. 
418 de la iniciativa gubernamental, que se corresponde esencialmente con 
el actual art. 395 LOPJ 3… y con buena parte del art. 7 de la Ley Provi-
sional de 1870.

Ninguna duda puede caber acerca de cuál fue la voluntad de los auto-
res de la Ley Provisional de 1870, que trae causa de una Constitución, la 
de 1869, que junto con la de Cádiz representa uno de los momentos más 
transformadores, auténticamente revolucionarios podría decirse, del Poder 
Judicial en nuestro país. En 1870 se quería alejar a la judicatura de la po-
lítica, poniendo así término al estado de cosas que había caracterizado a la 
España constitucional hasta ese momento, una vez fracasado el intento 
superador gaditano. Los jueces formaban parte de la bolsa de cesantes que 
pasaban a integrar cada vez que sus amigos políticos eran desplazados del 
poder por uno u otro medio (más o menos pacífico, que nunca democráti-
co). La revolución septembrina quería también acabar con esa realidad, 
trazando una «profunda línea de separación entre lo pasado y lo futuro», 
tal y como puede leerse en la Exposición de Motivos con la que el Gobier-
no presentó a las Cortes la Ley Provisional. También allí se lee que es 
conveniente «que los representantes del Poder Judicial se hallen alejados 
del terreno de la política activa, no tomando parte en sus ardientes luchas 
[…], como jueces deben evitar cuidadosamente cuanto pueda coadyuvar a 
que su ánimo aparezca turbado por las revueltas pasiones de los partidos 
que aspiran a influir de una manera directa en la gobernación del Estado 
[…]. El juez o magistrado que toma parte activa en determinadas candida-
turas, y el que en manifestaciones públicas se declara partidario intransi-
gente de una idea política, por más que a la puerta del Tribunal se despoje 
de su afección y de sus odios, no será creído por el que tenga que compa-
recer ante él en demanda de justicia, cuando su adversario pertenezca  al 
bando político en que ese juez se haya afiliado».

La (mala) política era, en la práctica, el peligro más relevante para la 
independencia de aquellos jueces; la política (corrupta) había sido hasta 
entonces el mayor obstáculo a la inamovilidad de quienes impartían justi-
cia. Más de un siglo después, el constituyente y el legislador orgánico 
parecieron asumir esa misma idea. Al menos esa es la conclusión a la que 
se llega si se comparan los textos, como aquí se ha hecho. Es evidente que 

3  Una disposición que no se ha modificado desde su entrada en vigor, aunque como es bien 
sabido han sido muchas las reformas parciales —más de cuarenta— que ha sufrido la LOPJ.
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las relaciones entre la política y la jurisdicción son, en el Estado constitu-
cional y casi por definición, unas relaciones de conflicto; pero resulta muy 
difícil aceptar que los riesgos para la independencia judicial provengan 
únicamente… del ejercicio por parte de quienes forman el Poder Judicial 
de ciertos derechos fundamentales vinculados con la participación política. 
Puede que fuera así en la España de 1870, pero no creo que lo sea en la 
actualidad, aunque esa sea la impresión que puede dar la lectura de la vi-
gente LOPJ.

Esta impresión se confirma también si se repara en el desarrollo que 
se ha hecho de cuanto establece la Constitución en su art. 127.1, inciso 
final, del que resulta el reconocimiento del «derecho de libre asociación 
profesional de jueces y magistrados integrantes de la Carrera Judicial» 
(art. 401 LOPJ). A estos efectos se prevé la creación de asociaciones que 
tendrán «como fines lícitos la defensa de los intereses profesionales de 
sus miembros en todos los aspectos y la realización de actividades enca-
minadas al servicio de la justicia en general», al tiempo que se añade que 
«[n]o podrán llevar a cabo actividades políticas ni tener vinculaciones con 
partidos políticos o sindicatos» (art. 401.2.ª LOPJ). Una prohibición que 
resulta plenamente congruente con la disposición constitucional más arri-
ba mencionada y que se completa con cuanto se dice en el art. 23.3 del 
Acuerdo del Pleno del Consejo General del Poder Judicial, de 28 de fe-
brero de 2011, por el que se aprueba el Reglamento de asociaciones judi-
ciales profesionales, a tenor del cual éstas no podrán «aceptar o recibir, 
directamente o indirectamente, aportaciones provenientes de partidos po-
líticos o sindicatos». Por el contrario, sí que pueden recibir esas mismas 
aportaciones «para la realización de actividades concretas», de «personas 
físicas o jurídicas» (art. 23.1 del Reglamento). Y aquí, en esta diferencia 
de trato, está la confirmación de la impresión a la antes me refería: ¿por 
qué extraña e incomprensible razón se acepta como medio de financiación 
de «actividades concretas» de las asociaciones judiciales una aportación 
de un banco o de una gran empresa y se impide la de un sindicato o par-
tido político? ¿Acaso estos últimos suponen naturalmente un riesgo para 
la independencia judicial, mientras que las contribuciones de los primeros 
no ponen en peligro la confianza de los ciudadanos en los tribunales? De 
nuevo la tenaz preocupación normativa por el (necesario) alejamiento de 
la política 4 y el patente desentendimiento respecto de cualquier otra fuen-
te de (posible) contaminación de la independencia judicial.

Hasta aquí los contenidos de la LOPJ en materia de derechos funda-
mentales de los jueces. Ha de añadirse que al tratar de su responsabilidad 

4  Aunque en ocasiones esa relación entre política y judicatura puede mostrase como promis-
cua de la manera más descarnada e interesada cuando se trata de beneficiar a quienes se mueven 
entre una y otra. Me refiero a la reforma parcial de los arts. 351, 356 y de la Disposición tran-
sitoria octava LOPJ llevada a cabo mediante la LO 12/2011, de 22 de septiembre.
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disciplinaria la LOPJ sanciona como faltas muy graves la «afiliación a 
partidos políticos o sindicatos, o el desempeño de empleos o cargos a su 
servicio» (art. 417.2), y el ejercicio de las actividades incompatibles esta-
blecidas en el art. 389 LOPJ, entre las que se cuentan, como sabemos, los 
cargos de elección popular o de designación política (art. 417.6). Se casti-
ga también, en este caso como falta grave, el comportamiento consistente 
en «[d]irigir a los poderes, autoridades o funcionarios públicos o corpora-
ciones oficiales felicitaciones o censuras por sus actos, invocando la con-
dición de juez, o sirviéndose de esta condición» (art. 418.3). De este modo, 
se evita la definición abierta o poco precisa de las conductas sancionables, 
cumpliéndose así las exigencias propias del Derecho sancionatorio, máxi-
me una vez que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha aplicado 
también al ámbito disciplinario judicial el requisito de la «calidad» de la 
norma que prohíbe un determinado comportamiento y castiga su inobser-
vancia (en la Sentencia N.F. c. Italia, de 2 de agosto de 2001). Ahora bien, 
es evidente que en hipótesis teórica los espacios no sancionables a tenor 
de las previsiones de la LOPJ, pero susceptibles de entrar en tensión con 
la necesaria apariencia de independencia e imparcialidad del Poder Judicial 
desde el ejercicio de algún derecho fundamental por parte de sus integran-
tes, pueden ser abundantes. Así, a título de ejemplo, la pertenencia a cier-
tas asociaciones, la participación en una huelga, la intervención en debates 
públicos o la exteriorización de convicciones de carácter ideológico o re-
ligioso. Y es aquí donde pueden estar llamados a intervenir, por ejemplo 
describiendo conductas impropias, los códigos de buenas prácticas o los 
principios deontológicos que los jueces y magistrados pueden darse a sí 
mismos. Sobre esto volveré más adelante.

Nuestro repaso al ordenamiento jurídico español acaba con una muy 
breve alusión a algunas (dos, en concreto) leyes sectoriales que contienen 
también previsiones relativas al estatuto iusfundamental de jueces y ma-
gistrados 5. Se trata de legislación que nada nuevo añade a cuanto resulta 
de la Constitución y de la LOPJ, es decir, que no afecta a derechos funda-
mentales no tocados ya por estas dos normas. Me refiero, en particular, a 
la LOREG y a la Ley Orgánica de Libertad Sindical. La primera incluye 
en el largo catálogo de personas inelegibles a los jueces y magistrados en 
activo (art. 6.1.h); la segunda, por su parte, remite al art. 127.1 CE para 
recordar que éstos tampoco pueden «pertenecer a sindicato alguno» (art. 
1.4); un recordatorio ausente, por cierto, de la Ley Orgánica de Partidos 
Políticos aprobada en 2002. Quede también apuntado que el Proyecto de 
Ley Orgánica de Huelga y de Medidas de Conflicto Colectivo, presentado 
en la cuarta legislatura, excluía a jueces y magistrados en activo del ejer-

5  Es preciso añadir que el Reglamento 1/1995, de 7 de junio, de la carrera judicial, aproba-
do por el Pleno del Consejo General del Poder Judicial, no contiene una sola disposición rele-
vante a estos efectos.
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cicio del derecho de huelga; la disolución de las Cámaras en 1993 abortó 
la tramitación parlamentaria de dicha iniciativa gubernamental, que ya se 
encontraba muy avanzada por cuanto se había aprobado en el Senado con 
algunas modificaciones tras su paso inicial por el Congreso.

Podemos ahora apuntar algunas conclusiones que resultan de cuanto 
hasta aquí se ha dejado escrito.

1.  En 1978 se adoptó en España una decisión muy poco frecuente en 
el constitucionalismo comparado, privando a los jueces de algunos derechos 
fundamentales desde la misma Constitución.

2.  La reserva a la LOPJ para la determinación del estatuto de los jue-
ces y magistrados (art. 122.1 CE) se cumplimentó, tal y como se ha inten-
tado demostrar más arriba, de manera parcial y nada original: se reprodu-
jeron las prohibiciones constitucionales y se copiaron bastantes contenidos 
de la Ley Provisional de 1870. Al menos dos leyes orgánicas más han in-
sistido en las previsiones del texto constitucional.

3.  En puridad de términos, y siempre en la materia aquí tratada, puede 
afirmarse que no hay nada en nuestro ordenamiento jurídico que no estu-
viera ya presente en la Ley de Organización del Poder Judicial de 1870 
(los silencios de ésta en punto a los partidos políticos y los sindicatos se 
explican porque estas organizaciones no tenían en aquel tiempo existencia 
formal; no se encontraban legalmente reconocidas).

4.  Si se observa el conjunto de prohibiciones y limitaciones presentes 
en la Constitución y en la LOPJ, puede apreciarse una evidente ratio común: 
todas ellas se construyen desde una decidida voluntad de alejamiento del 
juez de la política. No pueden ejercer cargo de elección popular o desig-
nación política, no pueden militar en partidos y sindicatos ni estar al ser-
vicio de éstos, no pueden dirigir felicitaciones o censuras a las autoridades 
públicas, no pueden tomar parte (en su condición de miembros del Poder 
Judicial) en actos o reuniones públicas, sólo pueden participar en las elec-
ciones mediante el ejercicio del derecho de sufragio activo.

Quizá la opción de la Ley Orgánica de 1985 no fue más que el reco-
nocimiento de las propias limitaciones parlamentarias para proceder a una 
regulación más completa y sistemática en una materia que no se presta 
fácilmente a semejante operación. Ese fue también el criterio del legislador 
francés en 2007, cuando propuso al Conseil Superieur de la Magistrature 
la elaboración de un Recueil des obligations déontologiques des Magistrats 
y no de un Code de déontologie, tal y como algunos sugerían. El Informe 
de la Comisión del Senado insistía en que la opción por el Recueil «tra-
duce el deseo de no fijar el contenido de unas normas que por esencia son 
evolutivas, ni de detallarlas en un catálogo exhaustivo pero inevitablemen-
te incompleto»; en consecuencia, se optaba por utilizar la «noción arrai-
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gada desde 1958 de enunciado de principios generales», relacionados en 
este ámbito con valores, se concluía, como la independencia y la impar-
cialidad 6.

En el caso español, repetir el contenido sobre el particular de la más 
que centenaria Ley Provisional se convertía en la opción más inteligente, 
casi la única posible, una vez aceptado que toda pretensión de desarrollo 
del estatuto iusfundamental de los jueces estaba condenada al fracaso. En 
otros términos, era obligado decir algo ex art. 122.1 CE —aunque era 
imposible decirlo todo—, y así las cosas recurrir a una normativa que 
había resistido el transcurso del tiempo y la sucesión de regímenes políti-
cos de muy distinto cuño no era obviamente la peor opción. En definitiva, 
una solución para salir del paso pero que no afrontaba el problema de 
fondo. Quizá, puede pensarse, se confiaba en el (futuro) legislador de los 
derechos fundamentales, es decir, en las leyes que desarrollaran cada uno 
de éstos como sede normativa apta para el tratamiento de las condiciones 
de su ejercicio por parte de los miembros de la carrera judicial. Una idea, 
puede decirse hoy, que aquel legislador no parece haber asumido, cons-
ciente, también él, de las muchas dificultades de la tarea incluso cuando 
se afronta en la perspectiva de cada concreto derecho fundamental.

Y es que, podría concluirse, cualquier intervención parlamentaria en 
este terreno que pretenda ir más allá (rectius: quedarse más acá) de la pura 
y simple ablación de tal o cual derecho, que será siempre por definición 
una solución polémica, resulta ser de una notable complejidad. No ya des-
de el punto de vista de su fundamentación teórica como desde la perspec-
tiva de su concreción, es decir, del dónde (¿qué derechos?) y del cómo 
(¿con qué intensidad?) actuar 7.

6  Esta discusión se produjo en el Parlamento francés con motivo del debate sobre el proyec-
to de ley orgánica de «reclutamiento, formación y responsabilidad de los magistrados». En defi-
nitiva, se rechazó la intervención legislativa en esta materia y se optó claramente por el estable-
cimiento de principios generales cuya elaboración se encomendó al Consejo Superior de la 
Magistratura, que a estos efectos abrió un amplio debate apoyándose también en una encuesta 
(«Los franceses, los magistrados y la deontología») específicamente encargada a una empresa de 
estudios de opinión. El resultado de este trabajo se concreta en la publicación titulada Recueil des 
obligations déontologiques des Magistrats, Dalloz, 2010 (las citas del texto lo son a su p. XI).

7  Cabe siempre la respuesta judicial, es decir, que sea a través de decisiones de tribunales 
como se conforme el estatuto iusfundamental de los integrantes de la carrera judicial. En un caso 
como el español el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional serían los llamados a inter-
venir en este ámbito. El primero, su Sala Tercera, conociendo de los recursos que los afectados 
podrían interponer contra decisiones sancionatorias adoptadas por el Consejo General del Poder 
Judicial; el segundo, decidiendo de los recursos de amparo que se plantearan contra estas sen-
tencias del Tribunal Supremo, o de los que, en un contexto muy diferente, pudieran elevar ter-
ceros que se consideraran perjudicados en su derecho al juez imparcial (piénsese, por ejemplo, 
en la no aceptación de una recusación que se propone al hilo del ejercicio por parte del juez de 
su derecho de asociación o de su libertad de expresión).

Este tipo de respuestas son siempre imaginables y, en ocasiones, hasta necesarias, pero no 
pueden convertirse en, y aceptarse como, fundamento de aquel estatuto, que se vería reducido 
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La European Charter on the Statute for Judges 8 afirma, en su capítulo 
dedicado a los Principios Generales, que en cada Estado europeo «los prin-
cipios fundamentales del estatuto de los jueces se establecerán en las nor-
mas internas del máximo nivel normativo, y su regulación se llevará a cabo 
al menos en normas con rango de ley» (1.2). La ya descrita realidad espa-
ñola parece adecuarse, al menos en parte, a esta sugerencia. Así, la Cons-
titución enuncia los elementos que considera nucleares de ese estatuto, 
mientras que la LOPJ desarrolla tales previsiones, en cumplimiento del 
propio mandato constitucional, en su libro IV («De los jueces y magistra-
dos», arts. 298-434). De este conjunto normativo, al que pueden sumarse 
las leyes «sectoriales» ya conocidas, resultan, tal y como ya sabemos, po-
cas previsiones específicamente dirigidas al tratamiento de los derechos 
fundamentales de los jueces, a las condiciones para su ejercicio, a sus 
posibles límites. Comportándose de este modo, es decir, evitando una re-
gulación de detalle (y, en algunos casos, y respecto de ciertos derechos, 
evitando pura y simplemente toda regulación) el legislador español ha se-
guido la pauta de la mayoría de los legisladores de los países de nuestro 
entorno. En efecto, si más arriba se decía que no resulta fácil encontrar en 
otros ordenamientos prohibiciones de una contundencia equivalente a las 
que figuran en nuestro texto constitucional, ahora toca reconocer la proxi-
midad entre las opciones de intervención normativa mínima en esta mate-
ria propias de la práctica totalidad de los Estados democráticos.

La alternativa (o, más precisamente, el complemento) a la legislación 
emanada del Parlamento consiste en la definición de principios éticos o en 
la elaboración de códigos de buenas prácticas; en uno u otro caso se ve 
afectada la posición iusfundamental de los jueces porque se fijan criterios 
de comportamiento que inciden directamente en el ejercicio de tales dere-
chos.

Los Principios de Bangalore sobre la conducta judicial, elaborados en 
el seno de Naciones Unidas 9, son considerados como «the undisputed in-
ternational benchmark» en la materia. En su Preámbulo puede leerse que 
los principios que allí se enuncian «pretenden establecer estándares para 
la conducta ética de los jueces. Están formulados para servir de guía a los 
jueces y para proporcionar a la judicatura un marco que regule la con-
ducta judicial. Asimismo, pretenden ayudar a que los miembros del ejecu-
tivo y del legislativo, los abogados y el público en general puedan com-
prender y apoyar mejor a la judicatura. Estos principios presuponen que 

a un mero decisionismo como expresión de respuesta a la dimensión (únicamente) conflictual 
del ejercicio de aquellos derechos.

8  Carta Europea sobre el estatuto del juez, adoptada en el seno del Consejo de Europa en 
julio de 1998, DAJ/DOC (98) 23.

9  La última versión de tales Principios se aprobó en la ciudad de La Haya en noviembre  
de 2002.
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los jueces son responsables de su conducta frente a las instituciones co-
rrespondientes establecidas para mantener los estándares judiciales, que 
dichas instituciones son independientes e imparciales y que tienen como 
objetivo complementar y no derogar las normas legales y de conducta 
existentes que vinculan a los jueces» 10.

Los Principios de Bangalore proponen, al igual que otros documentos 
internacionales en la misma materia 11, una suerte de autorregulación com-
plementaria de cuanto en cada caso, y para cada país, venga establecido en 
la legislación pertinente. Los propios jueces, a través de sus asociaciones 
profesionales (como ha sucedido en Italia) o de su órgano de gobierno 
(como ocurrió en Francia), debaten y acuerdan el establecimiento de cri-
terios, de orientaciones éticas, de pautas de conducta, tanto en el ejercicio 
de la jurisdicción como también en la actividad particular o privada. La 
autoría, su contenido y la forma mediante la que se concretarían, así como 
las garantías para su observancia, marcarían las diferencias entre las reglas 
disciplinarias y estos principios éticos o códigos de buena conducta profe-
sional.

La normativa que regula la potestad disciplinaria a la que están some-
tidos los integrantes del Poder Judicial delimita con relativa precisión los 
comportamientos merecedores de sanción en los que pueden incurrir los 
jueces cuando actúan como poder del Estado. En nuestro caso, un repaso 
a los arts. 417, 418 y 419 LOPJ pone en evidencia que la práctica totalidad 
de los supuestos sancionadores allí descritos se refieren precisamente a 
actuaciones ilícitas del juez cuando ejerce la jurisdicción. Los treinta y 
nueve apartados de estos tres artículos de la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial están concebidos, salvo contadas excepciones, en esa perspectiva, pero 
casi nada se dice allí de lo que el miembro de la carrera judicial no puede 
(o, menos aún, no debe) hacer cuando, si se me permite la expresión, ejer-
ce de ciudadano 12. Fuera de este ámbito punitivo, la propia LOPJ acepta 

10  La cursiva está añadida. La declaración de Bangalore formula seis «valores», a saber: 
independencia, imparcialidad, integridad, corrección, igualdad y competencia y diligencia, y 
describe una serie de comportamientos en los que se concreta cada uno de dichos valores. Tal 
y como resulta del Preámbulo, la finalidad última de ese conjunto de valores no es otra que el 
mantenimiento y el aumento de la confianza ciudadana en el sistema judicial, en la autoridad 
moral e integridad de sus miembros, encargados, puede leerse, de la defensa de los derechos 
humanos, del constitucionalismo y del principio de legalidad.

11  Como el elaborado por el Consejo Consultivo de los Jueces Europeos, Sobre los principios 
y reglas que rigen los imperativos profesionales aplicables a los jueces y especialmente la 
deontología, los comportamientos incompatibles y la imparcialidad, CCJE (2002) OP n.º 3, o 
el Código Iberoamericano de Ética Judicial, aprobado en la XIII Cumbre Judicial Iberoameri-
cana, reunida en Santo Domingo (República Dominicana), en junio de 2006.

12  Las citadas excepciones se reducen a dos. En un caso se alude explícitamente a los «mo-
tivos ajenos al ejercicio de la función jurisdiccional» al describir el comportamiento sancionable 
(art. 417. 3 LOPJ), en el otro ese carácter ajeno a la jurisdicción resulta de la actividad que se 
tipifica como falta muy grave, a saber, el «abuso de la condición de juez para obtener un trato 
favorable e injustificado de autoridades, funcionarios o profesionales» (art. 417.13 LOPJ). El 
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implícitamente esta distinción cuando establece lo que el juez no puede 
hacer «en su calidad de miembro[s] del Poder Judicial», aceptando, a con-
trario, que podrá hacerlo cuando no actúe en esa calidad. Así, por ejemplo, 
y como ya sabemos, no puede asistir a actos o reuniones públicas que no 
tengan carácter judicial (art. 395. 1.º LOPJ), por lo que podrá asistir a esos 
mismos actos o reuniones en todos los demás casos, es decir, cuando no 
lo haga en su condición de juez. También el Reglamento de la carrera ju-
dicial parece asumir esta distinción, aunque no puede extraerse del mismo 
ninguna conclusión relevante porque limita sus efectos al «desempeño de 
un segundo puesto de trabajo» (arts. 262 y ss.) 13. En este limitado contexto, 
el Reglamento establece que se denegará toda petición de compatibilidad 
de una actividad cuyo ejercicio «pueda impedir o menoscabar el estricto 
cumplimiento de los deberes judiciales o comprometer la imparcialidad o 
la independencia del juez o magistrado afectado» (art. 267). Esta última 
referencia supone la aceptación, desde una fuente de importancia no des-
deñable como lo es el Reglamento de la carrera judicial, de la posible 
existencia de actividades (extrajudiciales, si se quiere) que pueden entrar 
en conflicto con unos genéricos «deberes judiciales» o comprometer la 
independencia e imparcialidad del juez.

Tal y como se ha aclarado más arriba, las declaraciones de principios 
éticos o los códigos de buenas prácticas son instrumentos de autocontrol 
y, por ello, el resultado de una autorregulación. En los expresivos térmi-
nos del Code of Conduct for United States Judges, los jueces «must com-
ply with the law and should comply with this Code». En su elaboración 
no interviene el legislador parlamentario ni ninguna otra autoridad nor-
mativa estatal, pública. Son los propios integrantes del Poder Judicial los 
que aprueban aquel documento, y lo hacen después de un proceso deli-
berativo abierto en el que, si se estima pertinente, puede intervenir también 
su propio órgano de gobierno, al igual que otras autoridades, expertos y, 
en su caso, cualesquiera sujetos interesados en el buen funcionamiento 
de la Administración de Justicia. El resultado último de ese proceso de-
pende únicamente de la voluntad de los llamados a someterse a esas 
pautas de comportamiento: solo ellos votan para decidir su aprobación o 
rechazo.

¿Cómo han de formularse estas normas de conducta? El Comité Con-
sultivo de los Jueces Europeos se planteó a finales de 2002 esta pregunta 14 

mismo art. 417 considera faltas muy graves, tal y como se ha recordado en páginas anteriores, 
la afiliación a partidos o sindicatos o el desempeño de cargos a su servicio, así como el ejercicio 
de las actividades incompatibles ex art. 389 LOPJ.

13  A cuyo propósito diferencia entre actividades públicas y privadas, siempre en el terreno 
de la docencia, la investigación y la producción y creación literaria, artística, científica y téc-
nica y las publicaciones derivadas de aquélla, tal y como apunta el art. 263 del citado Regla-
mento.

14  Véase el Documento citado supra en la nota 11.
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y dio dos posibles respuestas. Una primera alternativa, inspirada en la 
«tradición jurídica continental», se afirma, llevaría a reconocer las ventajas 
de la codificación, que se concretarían —siempre a juicio del Comité— en 
tres: un código ofrece a los jueces respuestas claras a preguntas de deon-
tología profesional; informa a los ciudadanos de las conductas esperables 
por parte de los jueces y garantiza a esos mismos ciudadanos que la justi-
cia quiere ejercerse de modo independiente e imparcial. La segunda opción, 
por la que se inclina el Comité, parte de las dificultades que plantea la 
codificación de la deontología, como allí se la denomina: «puede suscitar 
especialmente la ilusión de que contiene la totalidad de las reglas y de que 
todo lo que no está prohibido está permitido. Un código deontológico tien-
de a simplificar demasiado las situaciones, puesto que sitúa la deontología 
en un determinado período cuando se trata de un materia evolutiva» 15. Por 
ello, se concluye, sería preferible «una “declaración de principios de con-
ducta profesional”, en lugar de un código».

Un repaso a los documentos de este tipo a día de hoy existentes mues-
tra claramente una preferencia en su redacción por la técnica principialista, 
incluso allá donde se opta por la denominación formal de Código, lo que 
sucede en no pocos casos 16. Raramente se encuentran en estos textos defi-
niciones o descripciones más o menos acabadas de conductas o comporta-
mientos respecto de los que se predica de manera contundente su rechazo 
o aceptación; antes bien, es mucho más frecuente una aproximación abier-
ta a situaciones que no ofrecen necesariamente una única respuesta correc-
ta en términos de actitud ética. Un juez, puede leerse en los Principios de 
Bangalore, «deberá asegurarse de que su conducta está por encima de 
cualquier reproche a los ojos de un observador razonable» (3.1); en apli-
cación de esas pautas de conducta se trata de saber, para el Comité Con-
sultivo de Jueces Europeos, si un miembro del Poder Judicial, «en un 
contexto social preciso, y a los ojos de un observador informado y sensato, 
participa en una actividad que podría comprometer objetivamente su inde-
pendencia o imparcialidad»; la figura del «observador razonable» aparece 
también en el Código Iberoamericano de ética judicial (art. 54). En todos 
estos casos, queda constancia de la idea de apertura, de elevada indetermi-

15  Sobre los principios y reglas que rigen los imperativos profesionales…, cit., p. 10.
16  Así en Italia, Codice etico della Associazione Nazionale Magistrati, en los Estados Unidos, 

Code of Conduct for United States Judges, o en el ámbito Iberoamericano, el ya conocido Có-
digo Iberoamericano de Ética Judicial. En este último caso, al igual que en el Codice etico 
italiano, los textos se redactan con apariencia normativa, en forma y con denominación de artí-
culos con numeración sucesiva.

Recuérdese que, en su momento, también en Francia se rechazó la idea de Código deon-
tológico, optándose por el Recueil. Por su parte, el Comité Consultivo de Jueces Europeos 
elaboró en noviembre de 2010 la denominada Magna Carta of Judges (Fundamental Princi-
ples), un documento de dos páginas que, tal y como se afirma en su Introducción «resume y 
codifica las principales conclusiones de las Opiniones hasta el momento elaboradas» por  
el CCJE.
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nación, en la fijación de los parámetros de conducta 17. Se dice, mejor que 
en ningún otro lugar, en el Code of Conduct for United States Judges: 
«muchas de las restricciones que resultan del Código están formuladas 
necesariamente en términos generales, y los jueces pueden disentir razo-
nablemente en su interpretación» 18. Un documento de esta naturaleza, se 
precisa en los Ethical Principles for Judges de Canadá, «no puede ser 
nunca considerado como la “última palabra” en una materia tan importan-
te y compleja».

La forma más habitual de presentación de estos textos suele consistir 
en la enunciación de una serie de principios o valores, cada uno de los 
cuales viene acompañado de una descripción o ejemplificación de compor-
tamientos a los que se vincula. En el caso estadounidense se formulan 
cinco cánones (sic) a los que sigue un conjunto de detalladas explicaciones 
y ejemplos 19. En Europa, la expresión más acabada y reciente de este tipo 
de documentos de conducta judicial resulta del Judicial Ethics Report 2009-
2010, elaborado con el apoyo de la Unión Europea por la European Network 
of Councils for the Judiciary. Se recogen allí un total de nueve valores del 
juez y siete virtudes judiciales 20; los primeros identifican aquello que los 
ciudadanos esperan de sus jueces, mientras que las segundas —se dice 
allí— son cualidades personales que han de combinarse para que pueda 
hacerse justicia. En todo caso, los valores y las virtudes se refieren, y así 
se explicita en este Report, al comportamiento profesional, a la vida pri-
vada y a la conducta en sociedad del juez 21. En éste, al igual que en todos 

17  El CCJE reconoce que «no se pueden aplicar imperativos demasiado precisos para deter-
minar las normas aplicables al comportamiento del juez en su vida privada» (en Sobre los 
principios y reglas que rigen…, cit.).

18  En este documento, elaborado por el Canadian Judicial Council, se aclara que tales prin-
cipios se consideran «advisory in nature», puramente orientativos por naturaleza, y que su fina-
lidad es «ayudar a los jueces a afrontar las difíciles cuestiones éticas y profesionales que se les 
plantean y ayudar al público en general a una mejor comprensión del papel de los jueces. No 
son y no podrán ser usados como un código o una lista de comportamientos prohibidos». No 
fijan, se añade, estándares disciplinarios.

19  Los cinco cánones se formulan en los siguientes términos:
1.  �El juez debe preservar la integridad e independencia del Poder Judicial.
2.  �El juez debe evitar comportamientos y actitudes impropias o aparentemente impropias en 

todas sus actividades.
3.  �El juez debe cumplir las obligaciones de su cargo equitativamente, con imparcialidad y 

diligentemente.
4.  �El juez puede desarrollar actividades extrajudiciales siempre que sean compatibles con 

las obligaciones del cargo judicial.
5.  El juez debe abstenerse de la actividad política.
20  Los valores son los siguientes: independencia, integridad, imparcialidad, reserva y discre-

ción, diligencia, respeto y capacidad para escuchar, igualdad de trato, competencia y transpa-
rencia. Las virtudes que recoge el documento son: sabiduría, lealtad, humanidad, valor, seriedad 
y prudencia, trabajo y escucha y comunicación.

21  Todos estos textos recogen también algunas previsiones que se refieren a la familia del 
juez. Así, por ejemplo, los Principios de Bangalore establecen que el juez se deberá abstener de 
conocer un caso en el que él, o algún miembro de su familia, «tenga un interés económico en 


